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PROPUESTA DE POSICIONAMIENTO DE 

LA CONFERENCIA NACIONAL DE GOBERNADORES CON RESPECTO

 A LA REFORMA A LA LEY FEDERAL 

DE DERECHOS EN MATERIA DE HIDROCARBUROS

  

Oaxaca, Oax. a 19 de agosto del 2005

HONORABLE PLENO DE LA CONFERENCIA NACIONAL DE GOBERNADORES:
El federalismo de la hacienda pública que prevalece en México tiene como característica particular una alta concentración de las potestades tributarias en el Gobierno Federal. De dichas potestades se deriva la recaudación del Impuesto sobre la Renta, del Impuesto al Valor Agregado,  Especiales sobre Producción y Servicios, así como de los derechos sobre hidrocarburos. Una parte de la recaudación total se distribuye a los estados y municipios bajo la forma de participaciones federales, las cuales permiten financiar bienes y servicios básicos para la población, como educación, salud, seguridad pública e infraestructura. Considerando en este contexto la importancia relativa de los derechos sobre hidrocarburos, y bajo la premisa de propiciar la generación de mayor riqueza a favor de todos los mexicanos, en la  Primera Convención Nacional Hacendaría se acordó respaldar el impulso de una reforma a la Ley Federal de Derechos en materia de hidrocarburos, que tuviera los siguientes objetivos:

· Garantizar un ingreso  razonable  para los gobiernos federal  y de las entidades federativas, que permita cubrir las necesidades crecientes de bienes y servicios públicos de la población en los lugares en donde habita y;

· Asegurar que se destinen los recursos suficientes para sustentar la dotación futura de hidrocarburos, a través de la inversión en exploración, desarrollo y producción de los mismos,  garantizando  que los recursos se apliquen con la mayor eficiencia.

Con base en el consenso de las 32 entidades federativas logrado en la Primera Convención Nacional Hacendaría, se elaboró una iniciativa que fue enviada por el Ejecutivo Federal al Poder Legislativo. En la iniciativa se tenía claro que no sólo por destinar más recursos a un organismo público descentralizado, como Petróleos Mexicanos, se iba a generar más riqueza. Se necesitaba, además de lo anterior, una reforma integral a dicho organismo que permitiera aumentar el patrimonio nacional. También se requería incorporar modificaciones a las leyes de deuda y de presupuesto, que fortalecieran su crecimiento.

De manera complementaria, era importante considerar la posibilidad de que se llevaran a cabo reformas para fortalecer y transferir potestades fiscales para los estados que hoy son exclusivas de la federación, como impuestos a combustibles y a las ventas, entre otros, y que se realizaran adecuaciones a la Ley de Coordinación Fiscal para ampliar los conceptos que integran la Recaudación Federal Participable y el porcentaje  de distribución  del Fondo General de Participaciones.

Reforma aprobada
Actualmente existe una reforma aprobada que ha sido enviada al Ejecutivo Federal para su publicación, la cual, al entrar en vigor, tendría severas implicaciones negativas en las finanzas de los gobiernos federal, estatales y municipales, sin que se garantice la eficiencia de operación y sin elevar la renta petrolera a favor de los mexicanos, que se derivaría del aprovechamiento por parte de Petróleos Mexicanos del nuevo esquema. Ello, en virtud de lo siguiente:

· De acuerdo a estimación realizada por la Unidad de Política de Ingresos de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, durante los siguientes 8 años (2006-2013) de operación del Nuevo Régimen Fiscal de Petróleos Mexicanos, perderían un promedio anual de 70 mil millones de pesos, los cuales se transferirían a Petróleos Mexicanos significando el 64% de sus costos actuales;

· Asimismo, cabe señalar que a  partir del quinto año se eliminaría el límite sobre las deducciones permitidas para el Derecho Ordinario sobre Hidrocarburos, lo cual podría implicar, en un caso extremo, que Petróleos Mexicanos absorbiera la totalidad de la recaudación por derechos sobre hidrocarburos, dejando a los tres órdenes de gobierno sin esa fuente de recursos;

· El efecto de lo anterior se traduciría en un impacto muy desfavorable de los servicios públicos que los tres órdenes de gobierno ofrecen a los habitantes del país;

· Además, el nuevo régimen de pago de derechos sobre la explotación de los hidrocarburos, no cuenta con mecanismos para garantizar que Petróleos Mexicanos oriente sus objetivos a maximizar la renta económica de los hidrocarburos en favor de la nación, pues no incluye ningún requisito que lo induzca, por ejemplo, a instrumentar medidas para contar con costos de operación internacionalmente competitivos, ni a asignar los recursos de inversión a los proyectos de mayor rentabilidad.

Efectos negativos sobre las finanzas estatales y municipales
Conforme a las estimaciones realizadas por la Unidad de Política de Ingresos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Publico, las entidades federativas sufrirían una perdida de recursos durante el 2006 de 5 mil millones de pesos de entrar en vigor el nuevo régimen fiscal de hidrocarburos, por concepto de participaciones federales y en Fondos de Aportaciones para la Infraestructura Social; para el Fortalecimiento de los Municipios y las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal y el Fondo de Aportaciones Múltiples. Se anexa relación del costo por entidad federativa durante el periodo del 2006 al 2013.

Sin embargo, conforme al análisis  realizado por el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, la perdida de las entidades federativas por los mismos conceptos de participaciones y fondos de aportaciones sería del orden de 10 mil millones de pesos. 

Además, al desconocer las reformas aprobadas la existencia del Aprovechamiento  Sobre Rendimientos Excedentes del petróleo, al cual no se le ha dado plena certidumbre jurídica ya que, se ha venido incluyendo solamente en la Ley de Ingresos y en el Presupuesto de Egresos de la Federación, las entidades federativas sufrirían  una perdida adicional de aproximadamente 15 mil millones de pesos para el 2006, dependiendo de los precios del petróleo, recursos que estas últimas destinan  a la construcción de obras de infraestructura.

Lo anterior hace evidente  que hasta ahora la información  ha sido diversa y discrepante, dificultando el análisis del impacto real que sufrirán las finanzas públicas de los tres ordenes de gobierno. 

Por todo  lo anterior, con sustento en los trabajos realizados por la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales, los gobiernos de las entidades federativas se pronuncian por instrumentar las medidas necesarias que conduzcan a realizar las modificaciones correspondientes a la reforma aprobada, con el fin de minimizar los efectos adversos sobre las finanzas públicas de los tres órdenes de gobierno.

Propuestas de modificación

Las propuestas de modificación que podrían acordarse con el Ejecutivo Federal y hacerse llegar a los legisladores bajo la forma de observaciones, no representarían cambios de carácter radical y, en parte, tenderían a retomar aspectos que fueron modificándose en el proceso de aprobación de la iniciativa original y que ya tenían consensos, como los derivados de la Primera Convención Nacional Hacendaría. El tipo de propuestas que se considerarían, son:

 1) Reincorporar el artículo transitorio de la iniciativa del Ejecutivo  Federal que planteaba como condición necesaria la reforma estructural de Petróleos Mexicanos, para que entrara en operación el nuevo régimen fiscal;

 2) Rescatar el artículo transitorio de la iniciativa aprobada por la Cámara de Diputados, relativa a garantizar las Participaciones Federales;

 3) Sustituir la tabla que determina el Derecho Ordinario sobre Hidrocarburos, aumentando las tasas aplicables a distintos precios del petróleo y ampliando el periodo de desgravación;

 4) Fijar un límite predeterminado de deducciones permitidas para el Derecho Ordinario sobre Hidrocarburos, con el fin de evitar excesos en las mismas y;

 5) Especificar los criterios y mecánica de distribución a las entidades federativas del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas, a fin de procurar la equidad y certidumbre en la asignación de estos recursos. 

Los Gobernadores de las entidades federativas estamos a favor de que el Presupuesto de Egresos de la Federación dote a Petróleos Mexicanos de los recursos necesarios para sustentar su desarrollo futuro; ello sin afectar adversamente las finanzas de los gobiernos estatales y municipales.

Con el sustento, consideraciones y argumentos expuestos, los miembros de la Conferencia Nacional de Gobernadores solicitamos de la manera más respetuosa al Jefe del Ejecutivo Federal, haga uso de sus facultades exclusivas para honrar lo establecido en los acuerdos de la Primera Convención Nacional Hacendaría suscritos por el propio Presidente de la República y los Gobernadores de las Entidades Federativas, así como por los representantes de todos los Municipios del País.

Por todo lo anterior, nos permitimos proponer a su consideración los siguientes puntos de 

ACUERDO

PRIMERO.- Que este Pleno le solicite respetuosamente  una reunión al Señor Presidente de la República, Licenciado Vicente Fox Quesada, con el propósito de reiterar nuestro compromiso con una reforma a la Ley Federal de Derechos en Materia de Hidrocarburos que asegure a los mexicanos un suministro confiable, oportuno y suficiente de energéticos a precios competitivos para potenciar el crecimiento económico del país y que, en consecuencia, garantice los ingresos a los gobiernos federal, estatales y municipales para cubrir el costo creciente de los servicios públicos que demanda la población del país. 

Asimismo,  para que esta reforma se complemente con un cambio estructural en Petróleos Mexicanos, que asegure el uso eficiente y eficaz de los recursos adicionales que se le entregarán, para lo cual se considera necesario que se tomen en cuenta los puntos de vista de las entidades federativas, antes de que entre en vigor cualquier reforma. 

SEGUNDO.- Que este Pleno haga un respetuoso llamado a la Secretaria de Hacienda y Crédito Publico, a  las Cámaras de Diputados y Senadores del  Congreso de la Unión, así como a Petróleos Mexicanos, para que conjuntamente con la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales, establezcan una mesa de trabajo para que evalúen el impacto real del nuevo régimen fiscal de hidrocarburos conforme a una base de datos única y se busquen otros mecanismos de financiamiento para PEMEX como parte de la reforma estructural que requiere este organismo descentralizado. 
TERCERO.- Que cada uno de nosotros asumamos el compromiso de dar a conocer personalmente estos planteamientos a los representantes al Congreso de la Unión de cada entidad federativa, y así asegurar el mejor resultado para México. 

Atentamente,

Lic. José Reyes Baeza Terrazas

Gobernador Del Estado De Chihuahua

y Coordinador De La Comisión De 

Hacienda  De Gobernadores

COSTO POR CADA ENTIDAD FEDERATIVA EN LAS PARTICIPACIONES Y FONDOS DE APORTACIONES POR EL NUEVO REGIMÉN FISCAL DE PEMEX DURANTE EL PERÍODO 2006-2013, DE ACUERDO AL ANALISIS REALIZADO POR LA UNIDAD DE POLITICA DE INGRESOS DE LA SHCP.

(Millones de pesos de 2005)

	ENTIDAD
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	2012
	2013
	
	TOTAL

	T O T A L
	4,928.7
	7,651.0
	9,150.6
	9,304.6
	22,243.4
	17,000.3
	18,823.9
	21,521.6
	
	110,624.1

	 
	
	
	
	
	
	
	
	 
	
	 

	AGUASCALIENTES
	54.5
	84.7
	101.2
	103.0
	246.1
	188.1
	208.3
	238.1
	
	1,224.0

	BAJA CALIFORNIA
	127.2
	197.4
	236.1
	240.0
	573.8
	438.6
	485.6
	555.2
	
	2,853.9

	BAJA CALIFORNIA SUR
	30.9
	48.0
	57.4
	58.3
	139.4
	106.6
	118.0
	134.9
	
	693.5

	CAMPECHE
	49.0
	76.0
	90.9
	92.4
	220.9
	168.9
	187.0
	213.8
	
	1,098.9

	COAHUILA
	106.5
	165.4
	197.8
	201.1
	480.8
	367.5
	406.9
	465.2
	
	2,391.2

	COLIMA
	38.0
	59.0
	70.6
	71.7
	171.5
	131.1
	145.2
	166.0
	
	853.1

	CHIAPAS
	239.2
	371.3
	444.0
	451.5
	1,079.4
	825.0
	913.5
	1,044.4
	
	5,368.3

	CHIHUAHUA
	140.1
	217.4
	260.0
	264.4
	632.1
	483.1
	534.9
	611.6
	
	3,143.6

	DISTRITO FEDERAL
	482.1
	748.4
	895.1
	910.1
	2,175.7
	1,662.9
	1,841.2
	2,105.1
	
	10,820.6

	DURANGO
	69.6
	108.1
	129.3
	131.4
	314.2
	240.2
	265.9
	304.0
	
	1,562.7

	GUANAJUATO
	193.7
	300.7
	359.6
	365.7
	874.2
	668.2
	739.8
	845.9
	
	4,347.8

	GUERRERO
	143.2
	222.3
	265.9
	270.3
	646.3
	493.9
	546.9
	625.3
	
	3,214.1

	HIDALGO
	105.5
	163.8
	195.9
	199.2
	476.1
	363.9
	402.9
	460.7
	
	2,368.0

	JALISCO
	275.6
	427.9
	511.7
	520.3
	1,243.9
	950.7
	1,052.7
	1,203.5
	
	6,186.3

	MÉXICO
	581.2
	902.3
	1,079.1
	1,097.3
	2,623.1
	2,004.8
	2,219.8
	2,538.0
	
	13,045.6

	MICHOACAN 
	161.2
	250.3
	299.4
	304.4
	727.7
	556.2
	615.8
	704.1
	
	3,619.1

	MORELOS
	75.8
	117.7
	140.7
	143.1
	342.1
	261.5
	289.5
	331.0
	
	1,701.4

	NAYARIT
	52.2
	81.0
	96.9
	98.5
	235.5
	180.0
	199.3
	227.9
	
	1,171.3

	NUEVO LEÓN 
	204.7
	317.8
	380.1
	386.5
	923.9
	706.1
	781.8
	893.9
	
	4,594.8

	OAXACA
	167.4
	259.9
	310.8
	316.0
	755.5
	577.4
	639.3
	731.0
	
	3,757.3

	PUEBLA
	225.3
	349.7
	418.2
	425.3
	1,016.6
	777.0
	860.3
	983.6
	
	5,056.0

	QUERÉTARO
	84.9
	131.8
	157.6
	160.3
	383.2
	292.9
	324.3
	370.7
	
	1,905.7

	QUINTANA ROO
	53.7
	83.3
	99.6
	101.3
	242.2
	185.1
	205.0
	234.3
	
	1,204.5

	SAN LUIS POTOSÍ
	103.4
	160.6
	192.1
	195.3
	466.8
	356.8
	395.1
	451.7
	
	2,321.8

	SINALOA
	114.5
	177.7
	212.6
	216.1
	516.7
	394.9
	437.2
	499.9
	
	2,569.6

	SONORA
	135.7
	210.6
	251.9
	256.1
	612.2
	467.9
	518.1
	592.4
	
	3,044.9

	TABASCO
	232.2
	360.5
	431.2
	438.4
	1,048.1
	801.0
	887.0
	1,014.1
	
	5,212.5

	TAMAULIPAS
	151.3
	234.9
	281.0
	285.7
	683.0
	522.0
	578.0
	660.9
	
	3,396.8

	TLAXCALA
	52.4
	81.4
	97.3
	99.0
	236.6
	180.8
	200.2
	228.9
	
	1,176.6

	VERACRUZ
	324.2
	503.2
	601.9
	612.0
	1,463.1
	1,118.2
	1,238.1
	1,415.6
	
	7,276.3

	YUCATÁN
	84.3
	130.8
	156.5
	159.1
	380.4
	290.7
	321.9
	368.0
	
	1,891.7

	ZACATECAS
	69.2
	107.4
	128.4
	130.6
	312.2
	238.6
	264.2
	302.1
	
	1,552.7

	
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	
	 


Fuente: Unidad de Política de Ingresos de la SHCP y del Gobierno del Estado de Oaxaca
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